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DELITO: HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO
ACUSADOS: MARÍA CECILIA ÁLVAREZ MARTÍNEZ 

VÍCTOR ÁLVAREZ MARTÍNEZ 

ASUNTO: REVOCA  SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

ALLANAMIENTO A CARGOS/ Al no existir captura en flagrancia, la rebaja de pena correspondiente es del 50%/ Aplica disminución punitiva por reparación.
“6.3 En este caso (…) i) la motocicleta del señor Delvis Javier Saavedra Rojas fue hurtada el 6 de junio de 2014; ii) el 31 de marzo de 2015 la víctima señaló a María Cecilia Álvarez Martínez y Víctor Alfonso Álvarez Martínez como autores del hecho durante una diligencia de reconocimiento fotográfico; y iii) el 26 de agosto de 2015 se adelantaron las audiencias preliminares (…)”
“6.4 En ese orden de ideas, resulta evidente que se presentó un error por parte de la funcionaria de primer grado, al realizar el ejercicio de dosificación punitiva, ya que los procesados tenían derecho a que se les aplicara el primer inciso del artículo 351 del CPP, ya que no fueron capturados en flagrancia (…)”

“se hará una reducción del 50% de la sanción fijada, en virtud del allanamiento a cargos de los procesados (…)”

“A su vez se comprobó el pago de la suma de $1.800.000 a la víctima, por parte de los acusados, como condición de aplicación del artículo 269 del CP (…)”
“(…) sobre las condiciones de aplicación del artículo 269 (…) se hará una detracción punitiva equivalente a las ¾ partes de 75 meses que llevan a fijar una pena concreta de 562 días (…)”

Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencia del 11 de julio de 2012 -rad. 38.285- 
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) enero de dos mil dieciséis (2016)

Acta Nro. 052
Hora: 9:30 a.m. 
	Radicación
	66001 60 00 035 2014 02791 01

	Procesado 
	María Cecilia y Víctor Alfonso Álvarez Martínez

	Delitos
	Hurto calificado y agravado

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira

	Asunto 
	Recurso de apelación contra sentencia condenatoria 


1. ASUNTO A DECIDIR

Procede la Sala a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por el defensor de los procesados, contra la decisión del 14 de diciembre de 2015 adoptada por la Juez Tercera Penal Municipal de Pereira, en la cual se declaró la responsabilidad penal de los señores María Cecilia y Víctor Alfonso Álvarez Martínez por la conducta  de hurto calificado y agravado. 

2. ANTECEDENTES

2.1 El contexto fáctico del escrito de acusación es el siguiente: 

“…se tiene conocimiento que el señor Deivis Javier Saavedra Rojas denuncio que el 26 de junio de 2014 a las 21:30 horas, aproximadamente, se disponía a tanquear su motocicleta marca Yamaha con placas POW- 143 en la estación de servicio Diagnosticentro de Cuba y al llegar a! cruce que hay entre la vía sentido Pereira- San Fernando , para ingresar a la estación de servicio por su lado izquierdo se le acerca una pareja en una motocicleta BWS de color gris, la que era conducida por un hombre y por la parte trasera de la moto arribó otra motocicleta de color negra conducida por un persona de género masculino. De la primera motocicleta se baja una mujer que porta en su mano derecha un arma de fuego, tipo revolver, color negro, pavonado, que le grita que se baje del velocípedo. Describe que esta mujer vestía un jeans de color azul y saco azul oscuro, pelo negro largo, contextura un poco fornida , de piel blanca, y tenía un casco semi descubierto que se le veía el rostro y como tenía el casco semi descubierto le vio un tatuaje en el antebrazo derecho como unas letras y esta mujer con palabras soeces y apuntándole con el arma lo obliga a descender de la motocicleta, de repente recibe un golpe a la altura del estómago que provino de la persona que se ubicó detrás de su motocicleta, describiendo a este sujeto de contextura delgada, de 1:70 aproximadamente, de piel blanca, vestía jeans de color blanco, saco oscuro, también portaba un casco semi descubierto y se le veía el rostro.

Inmediatamente el señor Saavedra rojas se comunica con la línea 123 de la policía nacional y se desplaza al comando de la policía metropolitana de Pereira y cuando llega a la unidad escucha por radio que al parecer una unidad de vigilancia por información anónima tenia ubicada su motocicleta en el barrio el triunfo hasta donde se recupera la motocicleta con placas POW-143, estableciéndose que dicho velocípedo había sido llevado allí por María Cecilia Álvarez.
El patrullero Carlos Andrés Echeverri a través de informe ejecutivo indicó que el 26 de junio de 2014 a las 21:40 horas se encontraba prestando servicio de patrulla de apoyo en el municipio de Pereira con el indicativo S- 21 y escuchó por la radio de la policía del hurto de la motocicleta de placas POW- 14 del patrullero Deivis Saavedra, funcionario de la policía judicial y que minutos después a las 22:30 horas la central de radio informa que recibieron una llamada anónima a la línea de urgencia de la policía nacional 123 donde informan que en la carrera 3 No 46-93, del barrio el triunfo habían ingresado una motocicleta marca BWS, color roja de manera sospechosa, lográndose establecer que la misma había sido dejada allí por una mujer identificada como María Cecilia Álvarez en compañía de otros sujetos que andaban en otra motocicleta.
El pasado 31 de marzo de 2015 se llevó a cabo diligencia de reconocimiento fotográfico y video gráfico con la victima Deivis Javier Saavedra rojas, quien reconoció a la señora María Cecilia Álvarez Martínez y Víctor Alfonso Álvarez Martínez, como la personas que cometieron la conducta punible que aquí se investiga…” 

2.2 El 26 de agosto de 2015 se adelantaron ante el juzgado 6º penal municipal con función de control de garantías de Pereira, las audiencias preliminares legalidad de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento. En ese acto se formuló imputación contra de los señores María Cecilia y Víctor Alfonso Álvarez Martínez por la conducta de hurto calificado y agravado referida en los artículos 239, 240 inciso 2º, y 241 numeral 10 del CP, quienes aceptaron los cargos. En aquella oportunidad se les impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario. 
2.3 El conocimiento del proceso correspondió al Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira (folio 9), el cual adelantó audiencia de individualización de pena y lectura de sentencia en sesiones del 26 de octubre de 2015 (folio 13), 4 de noviembre de 2015 (folio 15). La lectura de la sentencia se realizó el 14 de diciembre de 2015 (folio 53). 
3. IDENTIDAD DE LOS PROCESADOS
Se trata de María Cecilia Álvarez Martínez, identificada con cédula de ciudadanía Nro. 1.088.312.276 de Pereira, nacida el 30 de septiembre de 1993 en esta ciudad, es hija de Luis Alfonso y Yolanda, de ocupación estudiante. 

Víctor Alfonso Álvarez Martínez, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 10.88.296.766 de Pereira, nacido el 21 de febrero de 1992 en este municipio, hijo de Luis Alfonso y Yolanda, de ocupación constructor.  
4. LA DECISIÓN IMPUGNADA
La sinopsis de la decisión recurrida
 es la siguiente:

· El sustento de la sentencia fue aceptación de cargos que hicieron los procesados por los delitos de hurto calificado y agravado por los cuales se les formuló imputación el 26 de agosto de 2015, según el escrito de acusación por lo cual estaban demostrados los presupuestos del artículo 381 del CPP, para dictar una sentencia condenatoria en contra de los procesados.

· Al hacer el ejercicio de dosificación punitiva, la A quo manifestó que el despacho se movería dentro del cuarto mínimo previsto para la conducta punible de hurto calificado agravado es decir de 144 a 192 meses de prisión. De conformidad con lo dispuesto en el segundo inciso del artículo 61 del CP se partió de 144 meses de prisión que fueron aumentados en seis meses en razón de las circunstancias en las cuales se cometió el ilícito, para un total de 150 meses de prisión.
· La juez de conocimiento consideró erróneamente que los procesados habían sido capturados en flagrancia por lo cual manifestó que en su caso se debía aplicar el artículo 57 de la ley 1453 de 2011 que modificó el artículo 301 del CPP y con base en lo dispuesto en esa norma procedió a disminuir en un 12.5 % la pena impuesta a los procesados, para un total de 131 meses con 7 días de prisión. 
· Seguidamente la juez de conocimiento aplicó el artículo 269 del CP, en razón de la indemnización de perjuicios que hicieron los procesados y disminuyó la pena en las ¾ partes.
· En tal virtud la consecuencia jurídica de la conducta fue fijada de manera definitiva en 32 meses con 24 días de prisión.
· No se concedió a los sentenciados el beneficio de la condena condicional ya que pese a que cumplía con el factor objetivo, relacionado con el plus de la pena, éstos presentaban antecedentes penales y además de acuerdo al numeral segundo del artículo 63 del CP, el delito por el que fueron sentenciados aparece relacionado en el segundo inciso del artículo 68A de la ley 529 de 2000 como uno de los que tienen prohibición específica para conceder ese subrogado. Igualmente se impuso la pena accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal.

· La decisión fue impugnada por el defensor de los procesados. 

5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO
5.1 Defensor  recurrente)

· Los procesados aceptaron cargos desde la audiencia preliminar de imputación con base en un oferta que les hizo el fiscal en el sentido de que su allanamiento les permitiría obtener una rebaja de hasta del 50% de la pena a imponer, lo que fue determinante para que se mostraran conformes con los cargos que se les presentaron, ya que de haber sabido que en la sentencia solamente se iba a reconocer un descuento punitivo del 12.5%, no se habrían allanado a la imputación. 
· Es posible que el delegado de la FGN hubiera hecho incurrir en error a sus mandantes al hacer esa oferta, o que la juez de conocimiento hubiera desconocido la rebaja de pena prometida en la audiencia preliminar, pese a que en este caso no se presentó una captura en flagrancia. Por lo tanto se desconoció el primer inciso del artículo 351 del CPP, por lo cual solicita que en segunda instancia se corrija esta situación y que la sentencia se revoque en el sentido de otorgarle a las personas que representa una rebaja del 50% de la pena en virtud de su allanamiento a cargos en la audiencia preliminar, y que sobre esa pena concreta se haga una segunda detracción punitiva conforme al artículo 269 del CP.

5.2 El delegado de la FGN no se pronunció sobre el recurso propuesto 
6. CONSIDERACIONES  DE LA SALA
6.1 Esta colegiatura es competente para conocer del recurso propuesto, con base en lo dispuesto en el artículo 34 de la ley 906 de 2004.

6.2 Problema jurídico a resolver

En atención al principio de limitación de la segunda instancia, la Sala debe decidir si le asiste razón al impugnante, quien ha manifestado que la juez de primer grado incurrió en error al hacer el ejercicio de dosimetría penal contenido en el fallo de primer grado, ya que solamente le reconoció a los procesados la rebaja de pena del 12.5% que prevé el parágrafo del artículo 301 del CPP, modificado por el artículo 57 de la ley 1453 de 2011, asumiendo de manera errónea que habían sido capturados en situación de flagrancia.

6.3 En este caso la Sala asume que del texto del escrito de acusación
 se deduce claramente que: i) la motocicleta del señor Delvis Javier Saavedra Rojas fue hurtada el 6 de junio de 2014; ii) el 31 de marzo de 2015 la víctima señaló a María Cecilia Álvarez Martínez y Víctor Alfonso Álvarez Martínez como autores del hecho durante una diligencia de reconocimiento fotográfico; y  iii) el 26 de agosto de 2015 se adelantaron las audiencias preliminares en las cuales las personas mencionadas aceptaron ser coautores de la conducta investigada, ante el  juzgado sexto penal con función de control de garantías donde se le imputó a los procesados el contra jus de hurto calificado y agravado artículos 239, 240 inciso 2º, y 241 -10 del CP.

A su vez se comprobó el pago de la suma de $1.800.000 a la víctima, por parte de los acusados, como condición de aplicación del artículo 269 del CP.
 

6.4 En ese orden de ideas, resulta evidente que se presentó un error por parte de la funcionaria de primer grado, al realizar el ejercicio de dosificación punitiva, ya que los procesados tenían derecho a que se les aplicara el primer inciso del artículo 351 del CPP, ya que no fueron capturados en flagrancia y por ello no se les podía aplicar la menor disminución de la sanción que establece el parágrafo del artículo 301 del CPP, esto es el 12.5% de la pena, como se dispuso en el precedente establecido en CSJ SP del 11 de julio de 2012, radicado 38285.

6.5 Lo anterior significa que en este caso le asiste razón al apelante en su reclamo y por ello siguiendo los lineamientos del fallo de primera instancia, se partirá de la pena mínima, o sea 150 meses de prisión, ya que este acápite de la decisión no fue objeto de censura.

Como los procesados no fueron capturados en flagrancia se hará una  reducción del 50% de la sanción fijada, en virtud del allanamiento a cargos de los procesados, teniendo en cuenta lo preceptuado en el artículo 351 del CPP.

En tal virtud la pena sufre una primera reducción a 75 meses de prisión.

A su vez, e insistiendo en que se respeta el criterio de la falladora de primera instancia sobre las condiciones de aplicación del artículo 269 del CP al presente caso, se hará una detracción punitiva equivalente a las ¾ partes de 75 meses, que llevan a fijar una pena concreta de 562 días de prisión (18 meses 22 días de prisión). 
6.6 En lo demás se mantendrá vigente la sentencia de primera instancia.
En atención a lo expuesto anteriormente la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y con autoridad de la ley,

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia del 14 de diciembre de 2015 del juzgado 3º penal municipal con funciones de conocimiento de Pereira, en lo que fue objeto de impugnación. En tal virtud, la pena que deben descontar los procesados será de 18 meses con 22 días de prisión. Por el mismo término se fija la pena accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas.

SEGUNDO: Se abonará a los procesados el tiempo que llevan privados de su libertad, desde el 25 de agosto de 2015.

TERCERO: En lo demás quedará vigente el fallo de primer grado.
CUARTO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.  

 CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

Magistrado 

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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